TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL - FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos 
Pereira, cuatro de agosto de dos mil nueve.

Acta No. 364 del 4 de agosto de 2009.


Expediente 66001-31-10-004-2009-00126-01
Resuelve esta Sala sobre la consulta del auto proferido  por el Juzgado Cuarto de Familia de la ciudad, el 15 de julio último, por medio del cual sancionó al doctor Luis Alfonso Hoyos Aristizábal, Director General de la Red de Solidaridad, Acción Social,  con un día de arresto y multa de un salario mínimo mensual, por haber incumplido la orden impartida en un fallo de tutela.
ANTECEDENTES

Mediante sentencia del 13 de marzo del presente año se concedió a la señora Martha Elena Agudelo Hernández el amparo solicitado y se ordenó al doctor Luís Alfonso Hoyos Aristizábal, Director de la Red Nacional de Solidaridad, Acción Social, Sistema Nacional de Atención Integral de Población Desplazada, o quien haga sus veces, en un término de diez días, hacer  entrega de los auxilios correspondientes a la prórroga otorgada a la accionante y  realizar las gestiones necesarias a efectos de que se le suministrara un proyecto productivo, de acuerdo con  sus necesidades. 

El 23 de junio siguiente la demandante informó al juzgado  que recibió dinero por concepto de prórroga, pero sobre el proyecto productivo que debía otorgársele ni siquiera la habían llamado para la capacitación; por auto del 25 del mismo mes se dispuso requerir al Presidente de la República para que hiciera cumplir el fallo.

Por auto del 2 de julio último se dispuso abrir incidente de desacato y correr traslado al funcionario encargado de cumplir la orden de tutela por el término de tres días para que se pronunciara y solicitara pruebas.  Sin ningún pronunciamiento de su parte, se dictó el auto motivo de consulta. 

CONSIDERACIONES

El objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando resulten vulnerados o amenazados por cualquier autoridad pública y aún por los particulares en los casos que señale la ley. A través de esa especial acción se profieren órdenes de inmediato e ineludible cumplimiento para obtener que se repare el orden constitucional quebrantado por la violación de un derecho de aquella naturaleza. 

El incidente de desacato previsto en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 consagra una sanción inmediata y efectiva para el caso de la desobediencia del mandato constitucional proferido por el juez de tutela y que debe ser impuesta por medio de un trámite especial que garantice los derechos de defensa y el debido proceso para aquel de quien se afirma ha incurrido en la desobediencia. 

La misma disposición dice que la persona que incumpliere una orden de un Juez proferida con base en ese decreto, incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en ese decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.

Como antes se indicara, en la sentencia proferida en primera instancia se ordenó a la Agencia presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional, en el término de diez días, hacer  entrega a la demandante de los auxilios correspondientes en razón a la prórroga que se le otorgó y realizar las gestiones necesarias para que se le suministrara el proyecto productivo, decisión que fue notificada al director de la entidad, Luís Alfonso Hoyos Aristizábal.

Ante la manifestación de la demandante y el silencio de la entidad demandada, se impuso la sanción objeto de consulta porque a juicio del juzgado, el referido funcionario incurrió en desacato a la orden de tutela.

Sin embargo, no tuvo en cuenta que la actora, en el escrito que sirvió de fundamento para dar trámite al incidente, expresó que se le entregó una suma de dinero por concepto de prórroga de la ayuda humanitaria y además recibió un mes de arrendamiento, ni que su queja estaba destinada únicamente al incumplimiento en la orden que se impartió para obtener un proyecto productivo, asunto del que se ocupará la Sala en forma exclusiva para adoptar la respectiva decisión. 
En el curso de esta instancia la jefe de la oficina asesora jurídica de la Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional se pronunció para afirmar que a la demandante se le han entregado los auxilios correspondientes a la prórroga otorgada y sobre el proyecto de productividad indicó que “…se encuentra preinscrita en el programa de Generación de Ingresos, el que se iniciará a partir del mes de agosto de 2009, en el departamento de Risaralda, teniendo en cuenta la programación establecida…”.

Significa lo anterior que la entidad accionada está realizando las gestiones necesarias con el fin de que la demandante obtenga un proyecto productivo de acuerdo con sus necesidades, tal como se dispuso en la sentencia de amparo y por ende, que acató la decisión impuesta en el fallo de tutela.

Aunque tal hecho se alegó por fuera del término otorgado para ese fin, debe tenerse en cuenta porque es de público conocimiento el gran número de personas desplazadas, víctimas de la violencia que en todo el territorio nacional reclaman de la entidad demandada ayuda humanitaria, acudiendo en muchas ocasiones a la tutela, todo lo cual le impide resolver sus peticiones con la prontitud exigida. 

Así las cosas, acreditado el cumplimiento de la orden impartida en el fallo que concedió el amparo, sin que de otra parte pueda calificarse de negligente la conducta del funcionario sancionado, ha de revocarse la pena impuesta en la providencia motivo de consulta y en consecuencia, se abstendrá la Sala de imponerle sanción alguna.

Por tanto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil - Familia,  

R E S U E L V E :

REVOCAR el auto consultado. En su lugar, se exonera al doctor Luis Alfonso Hoyos Aristizábal, Director General de la Red de Solidaridad Social, de las sanciones impuestas en la providencia del 15 de julio de 2009, proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira.

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

Claudia María Arcila Ríos

Gonzalo Flórez Moreno
Jaime Alberto Saraza Naranjo
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